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Resumen: La reforma de la formación del profesorado ha sido una preocupación central en la política 
educativa internacional desde la segunda mitad del siglo XX. El Informe Faure de la UNESCO (1972) identificó 
tendencias clave en este ámbito, especialmente la orientación pedagógica de la formación y la necesidad 
de integración institucional.

Este estudio analiza cómo estas tendencias influyeron en la reforma educativa española introducida por la 
Ley General de Educación (1970) y su evolución posterior. Se emplea un enfoque histórico basado en fuentes 
primarias y secundarias, incluyendo documentación de la UNESCO, registros legislativos y materiales de archivo.

Los resultados muestran que la reforma española se alineó con las tendencias internacionales, aunque 
de manera parcial y desigual. En particular, la persistencia de un modelo institucional dual y la separación 
entre investigación pedagógica y práctica docente han constituido desafíos duraderos.

El estudio aporta una lectura histórica que permite comprender debates actuales sobre la formación del 
profesorado, destacando las implicaciones a largo plazo del diseño institucional y las dificultades para avan-
zar hacia modelos integrados y coherentes.
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EN Teacher Education Reforms and Institutional Change:  
Insights from the Faure Report and the Spanish Case

Abstract: The reform of teacher education has been a central concern in international educational policy 
since the second half of the twentieth century. The UNESCO Faure Report (1972) identified key trends in this 
field, particularly the pedagogical orientation of teacher training and the need for institutional integration.

This study examines how these trends influenced the Spanish educational reform introduced by the 
General Education Law (1970) and its subsequent development. A historical analysis based on primary and 
secondary sources, including UNESCO documents, legislative records, and archival materials, is conducted.

The findings show that while the Spanish reform aligned with the international trends identified in the 
Faure Report, it did so in a limited and uneven way. In particular, the persistence of institutional dualism in 
teacher education and the separation between pedagogical research and practice have remained significant 
challenges over time.

The study provides historically grounded insights into current debates on teacher education reform, high-
lighting the long-term implications of institutional design and the difficulties of achieving coherent and inte-
grated training models.
Keywords: teacher education; educational reform; educational policy; institutional change; UNESCO

1	 Este trabajo forma parte de los proyectos de investigación “La formación inicial del profesorado en España en la intrahistoria 
del tiempo presente: de la LGE (1970) a la LOMLOE (2020)”, correspondiente a la convocatoria de ayudas para la financiación de 
proyectos de investigación de la Universidad Complutense (proyecto PR12/24-31567) y “La formación inicial del profesorado de 
educación primaria en España en la intrahistoria del tiempo presente: de la LGE (1970) a la LOMLOE (2020)”, correspondiente a 
la convocatoria de Proyectos de Generación de Conocimiento del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades (proyecto 
PID2024-157559NB-I00).
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1. Introducción, objetivo y método
La decimosexta Conferencia General de la UNESCO,  celebrada en París en 1970, promovió la creación de 
una Comisión Internacional de Desarrollo de la Educación, con el encargo de elaborar un informe que serviría 
de base para la formulación de estrategias de educación a nivel internacional y la preparación de los progra-
mas de la UNESCO en esta materia. La Comisión estuvo formada por un grupo seleccionado de personas 
de diferentes países y perfiles, bajo la presidencia de Edgar Faure, un estadista con una amplia experiencia 
política, que había desempeñado numerosos puestos en el ejecutivo francés, entre ellos los de Presidente 
del Consejo de Gobierno y Ministro de la Educación Nacional, de julio de 1968 a junio de 1969. Poco más 
tarde, de 1973 a 1978, llegaría a alcanzar la Presidencia de la Asamblea Nacional francesa. Como ministro 
de educación, a Faure le correspondió acometer la reforma de la universidad tras la movilización estudiantil 
que culminó en el Mayo de 1968. Pretendió reformar también la formación del profesorado de educación 
secundaria, reforzando su preparación pedagógica (Benoist, 2012). 

El resultado del trabajo de la Comisión fue el informe Aprender a ser, publicado en 1972. El mismo res-
pondía a “la creencia en la democracia, concebida como el derecho de cada uno de los hombres a realizar-
se plenamente y a participar en la construcción de su propio porvenir” (Faure, et al., 1973, p. 16) dentro del 
humanismo científico característico de la UNESCO, para el cual la ciencia proporciona la vía hacia el pro-
greso social (Mochizuki, Vickers y Bryan, 2022). La propuesta oponía a la visión tradicional de la escuela, las 
nociones de “sociedad del aprendizaje” y “educación permanente”, esta última inspirada en Paul Lengrand, 
colaborador de la UNESCO desde 1948 y uno de los principales expertos internacionales en ámbito de la 
Educación de Adultos. En su aportación para los trabajos de la Comisión, Lengrand fue muy crítico con las 
instituciones educativas, a las que culpaba de provocar el conformismo y la desigualdad, de ser poco ren-
tables desde un punto de vista económico, de obstaculizar el desarrollo y el bienestar individual y social, de 
no preparar ni para el trabajo, ni para el ocio, ni para el ejercicio de la ciudadanía, de permanecer ancladas 
en su origen histórico sin ser capaces de atender a las necesidades actuales de las personas (Lengrand, 
1971). Esta sensación de crisis y disfunción de la institución escolar era común a muchos de los trabajos 
preparatorios del informe solicitados por la Comisión, entre los que no faltaron las aportaciones críticas de 
Ivan Illich, Paul Goodman, Everett Reimer o Paulo Freire. Entre estos trabajos preparatorios, hubo también 
dos colaboraciones españolas, a cargo de Ricardo Díez Hochleitner (1971), por entonces subsecretario del 
Ministerio de Educación y Ciencia y miembro del Consejo Ejecutivo de la UNESCO, organización a la que 
estaba vinculado desde finales de los años cincuenta, y José Blat Gimeno (1971), maestro y funcionario de la 
UNESCO, que en 1969 había sido requerido por Díez Hochleitner y Villar Palasí para encargarse de la coor-
dinación del libro blanco La educación en España: bases para una política educativa, que precedió a la Ley 
General de Educación y Financiamiento de la Reforma Educativa (LGE) (Blat Gimeno, 2020). 

En España, nos encontramos en el momento de la reforma tecnocrática que llevó a la aprobación, en 
1970, de la LGE, promovida por el ministro José Luis Villar Palasí. Es la época del desarrollismo y la preten-
sión de modernización, acompañada de cierta apertura internacional (González-Delgado, 2023). Desde la 
prensa oficial de la época se trabajaba en proyectar esta imagen. Una información del periódico Madrid, de 
octubre de 1968, situaba a Villar Palasí en la sede de la UNESCO, lo describía con un perfil académico, de 
antiguo estudiante universitario adepto a los libros. Reforzaba su presencia en el organismo internacional, 
comparándolo con su homónimo francés, Edgar Faure, con quien, a pesar de la diferencia de edad, le une 
-decía la noticia- “una característica común: ambos aparecen en sus respectivos puestos como grandes 
transformadores”. Y aventuraba que, de ambas, quizás la reforma más importante no fuese precisamente la 
que se estaba llevando a cabo en Francia, aunque fuese la más notoria por los acontecimientos de mayo de 
ese año (Madrid, 18/10/1968). Otra noticia, de febrero de 1971, daba cuenta de la creación de la Comisión de la 
UNESCO y el nombramiento de Faure como presidente, destacando la participación en la misma del chileno 
Felipe Herrera, quizás por su proximidad cultural y lingüística (Madrid, 18/02/1971). Unos meses más tarde, 
la prensa española se hacía también eco de una información publicada en Le Figaro, sobre los inicios de los 
trabajos de la Comisión y las palabras con las que Faure había definido su misión: “Elaborar una pedagogía 
internacional no directiva que tenga en cuenta los nuevos problemas de la educación” (Madrid, 01/04/1971). 
La novedad pedagógica vendría, como resaltaría la prensa, por el lado del autodidactismo, es decir, de una 
pedagogía poco intervencionista, como la gran propuesta de la Comisión. Corrían aires de modernidad, y 
España no quería sentirse fuera del concierto internacional en materia de educación.

En 2022 se cumplió medio siglo de la publicación del Informe Faure. Con este motivo, diversos estudios 
analizaron su actualidad e impacto en diferentes ámbitos temáticos y contextos geográficos (Elfert y Draxler, 
2022). Con este trabajo, pretendemos sumar una nueva aportación a este interés. Nos centraremos en las 
tendencias que en los inicios de los setenta recogía el informe en el ámbito de la formación inicial del pro-
fesorado, y la incidencia que las mismas tuvieron en la reforma de la formación docente que introdujo en 
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nuestro país la LGE y su evolución posterior. Utilizaremos una metodología histórica basada en el estudio 
de fuentes primarias y secundarias, que incluyen documentación de la Biblioteca digital de la UNESCO, la 
Hemeroteca Nacional y diversos archivos, como el Archivo Central del Ministerio de Educación, Formación 
Profesional y Deportes (ACME), el Archivo del Congreso de los Diputados (ACD) y el Archivo de la Universidad 
Complutense de Madrid (AGUCM).

2. Resultados
2.1. Las tendencias acerca de formación del profesorado en el Informe Faure 
Entre los trabajos preparatorios del informe de la UNESCO, la Comisión Faure contó con dos aportaciones 
sobre la formación del profesorado, a cargo de Jiri Kotásek, profesor de Pedagogía en la Universidad Karlova 
de Praga y director del Instituto para la Instituto sobre la Formación de Enseñantes. Kotásek mostraba la 
variedad de opciones institucionales de formación docente existentes. Estas podían aglutinarse en once 
modelos diferentes, dependiendo de la situación en la estructura del sistema educativo de las institucio-
nes de formación y el nivel para el que preparasen (educación primaria o secundaria). El análisis de estos 
modelos, le permitía trazar ciertas tendencias comunes, en especial, la del peso del carácter selectivo de 
la enseñanza secundaria en la aparición de un sistema doble de formación del profesorado. A partir de esta 
tendencia, consideraba que la introducción de una enseñanza unificada y no estratificada debía constituir 
uno de los principales motores de evolución en la formación docente. Su tesis apuntaba hacia la necesidad 
de un sistema integrado de carácter superior o universitario, que no distinguiese modalidades de formación 
institucionalmente diferentes para el profesorado de educación primaria y secundaria.

Una segunda tendencia destacada por Kotásek era la relativa a los efectos de la racionalización de la 
enseñanza y los resultados de la investigación pedagógica en los programas de formación. Se trata de una 
tendencia relacionada con la anterior, en tanto que la evolución institucional de la formación es vista como 
una consecuencia necesaria del desarrollo pedagógico y la profesionalización del trabajo de los profesores. 
Estos procesos demandan una formación científica a cargo de la universidad, con independencia del nivel 
educativo en el que se vaya a trabajar. La profesionalización docente exige, así, que la diferenciación institu-
cional progrese hacia una unificación con diferenciación “interna”, en función del nivel y la especialización, 
como sucede en la formación médica (Kotásek, 1971a, p. 2). 

El profesor checo advertía del recelo de las universidades tradicionales hacia esta unificación sustentada 
en la formación pedagógica, y los riesgos que la inclusión de los programas e instituciones de formación 
en la universidad podrían suponer en aspectos básicos de la preparación docente, alejados de la cultura 
académica, como los relativos a las prácticas. No exculpaba de este recelo a la propia pedagogía, y consi-
deraba que “el componente pedagógico a menudo se cuestiona en razón de la mediocridad intelectual del 
pensamiento pedagógico y la falta de claridad de las bases metodológicas de la teoría pedagógica, lo que 
provoca, por reacción, severas críticas” (Kotásek, 1971b, p. 9).

Sin mencionar a Kotásek, el Informe Faure recogió estas propuestas en su parte de innovaciones y bús-
queda de alternativas. Con respecto a la preparación pedagógica, alentaba a “modificar profundamente las 
condiciones de formación de los enseñantes, a fin de formar esencialmente educadores más que especia-
listas en la transmisión de conocimientos programados” (Faure et al., 1973, p. 302). En cuanto a la unificación 
institucional, recomendaba “adoptar medidas en el plano legislativo, profesional, sindical y social a fin de re-
ducir gradualmente, y de acabar por abolir las distinciones jerárquicas mantenidas sin razón válida entre las 
categorías de docentes” (Faure et al., 1973, p. 301). Recordaba cómo ya en algunos países el nivel de forma-
ción del profesorado de enseñanza primaria y secundaria era idéntico, impartiéndose en las universidades 
o en instituciones postsecundarias equivalentes. Como se justificaba en los trabajos de Kotásek, la razón 
de esta identificación se situaba en el componente pedagógico de la formación, que pone de manifiesto “la 
naturaleza fundamentalmente idéntica de la función docente lo mismo si se ejerce al nivel primario que al 
intermedio o secundario” (Faure et al., 1973, p. 302).

A continuación, indagaremos en el grado de paralelismo que tuvo con estas tendencias la reforma edu-
cativa española iniciada en los a ños setenta, con la introducción de la formación docente en la universidad. 

2.2. La orientación pedagógica de la formación
El libro blanco La educación en España: bases para una política educativa, coordinado por Blat Gimeno, seña-
laba que “la formación del Magisterio constituye, sin duda, el elemento fundamental para asegurar la eficacia 
del proceso educativo y para garantizar el éxito de las reformas que se emprendan con el fin de mejorar 
su rendimiento” (Ministerio de Educación y Ciencia, 1969, p. 50). Se reconocía que, a pesar del avance que 
había supuesto en este sentido la Ley de Enseñanza Primaria de 1965, al exigir el título de bachillerato para 
acceder a las Escuelas Normales, el sistema de formación se seguía resintiendo de grandes déficits: “el 
primero y fundamental consiste en la escasa atención que presta a la formación pedagógica, que es la ge-
nuinamente profesional del maestro” (Ministerio de Educación y Ciencia, p. 53).

Para impulsar esa formación, por iniciativa de Ricardo Díez Hochleitner (1992, p. 266) ese mismo año de 
1969 se crean en las universidades los Institutos de Ciencias de la Educación (ICE) pensados como “orga-
nismos al servicio de la formación intelectual y cultural del pueblo español” (Decreto 1678/1969). Se les asig-
naban las funciones de la formación docente de los universitarios que fueran a dedicarse a la enseñanza, la 
formación permanente del profesorado del sistema educativo, la investigación en el ámbito de las ciencias 
de la educación, y el asesoramiento técnico en los problemas educativos. Como órgano de coordinación de 
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los ICE, se creó el Centro Nacional de Investigaciones Pedagógicas. Al poco de ser creado, el organismo 
cambió su denominación por la de Centro Nacional de Investigaciones para el Desarrollo de la Educación 
(Corrección de errores del Decreto 1678/1969). El cambio de denominación no era trivial, pues suponía dejar 
atrás la vieja pedagogía y sumirla en un entorno más amplio de desarrollo educativo, dentro de la política de-
sarrollista de la época, auspiciada desde los organismos internacionales.2 La LGE mantuvo la estructura re-
cién creada de los ICE, con sus funciones de asesoramiento, investigación y formación pedagógica (art. 63), 
asignándoles también la supervisión de las Escuelas Universitarias de Formación del Profesorado de EGB 
(art. 102). La crisis económica internacional iniciada en 1973, junto con una deficiente planificación, hicieron 
pronto surgir las dificultades, convirtiendo la red de ICE, según reconocía en 1974 un informe de la UNESCO, 
“más en el símbolo de un ideal que en un mecanismo volcado a potenciar las posibilidades y la consecución 
de resultados planificados” (Isar, 1974, p. 5).

La denominación de “ciencias de la educación”, usada para designar a los Institutos, ya había circu-
lado en España en los años 20 y 30, inspirada entonces en la École des sciences de l’éducation, creada 
en Suiza por Édouard Claparède. Sin embargo, en la época de la creación de los ICE, el punto de mira 
ya no era ese, sino lo que venía sucediendo en Francia, donde en la segunda mitad de los sesenta se 
habían vuelto a reabrir en la universidad los estudios de Pedagogía, pero cambiándoles el título por el 
de Ciencias de la Educación, para resaltar la vinculación científica. Esta pretensión de cientificación del 
conocimiento pedagógico bajo el modelo positivista de las Ciencias de la Educación, provocó en el país 
vecino un intenso debate, en el que estuvo muy involucrado el movimiento de la Pedagogía Institucional. 
Esta proponía el desvelamiento de las relaciones de poder que se dan en las instituciones educativas, y 
abogaba por modos autogestionarios de aprendizaje, una apuesta que algunos veían sepultada bajo el 
nuevo enfoque de las Ciencias de la Educación (Ferry, 1967). Uno de los autores más representativos de 
aquel movimiento fue Michel Lobrot, referente en la formación pedagógica con la que se deseaba dotar 
al profesorado en España. A comienzos de los setenta, Lobrot visitó varias veces nuestro país, requeri-
do desde los ICE para desarrollar cursos sobre autogestión escolar, que ayudasen a implantar algunos 
preceptos de la LGE enfocados hacia una pedagogía más participativa. Por ejemplo, Jaume Sarramona, 
director entonces del ICE de la Universidad de Barcelona, le encargó la dirección de un seminario inter-
nacional sobre pedagogía institucional, dentro de un proyecto de investigación que se proponía “como 
finalidad preferente la búsqueda de caminos viables para una participación del alumnado, de mane-
ra progresiva y sin riesgo de la necesaria estabilidad institucional, ni del aprovechamiento instructivo” 
(Instituto de Ciencias de la Educación, 1972, p. 12). Se trataba, en el fondo, de abrir las aulas a los méto-
dos y técnicas de gestión participativa, dentro de un sistema político que seguía siendo autocrático, a 
través de una versión suavizada de la pedagogía institucional. 

Como había pasado en Francia durante la época del ministro Faure, los planes de dar una orientación más 
pedagógica a la formación y el trabajo de los docentes, fueron vistos con recelo por el profesorado de ense-
ñanza media. La Asociación Nacional de Catedráticos Numerarios de Institutos Nacionales de Enseñanza 
Media, había hecho ya saltar la alarma con ocasión de la publicación del libro blanco (Asociación Nacional 
de Catedráticos Numerarios de Institutos Nacionales de Enseñanza Media, 1969). La Asociación valoraba el 
análisis que hacía este de la realidad social del sistema educativo y las líneas generales de la reforma, pero 
consideraba preocupantes algunos aspectos de la propuesta que afectaban directamente a la enseñanza 
media y su profesorado. Denunciaba el excesivo peso dado en la formación al conocimiento pedagógico, 
dejando en un segundo plano la formación académica o científica:

Sin negar el valor de las técnicas pedagógicas, puede darse una situación en la que los medios se 
conviertan en fines; un formalismo estandarizado sustituiría a una auténtica formación humana; (…) 
para impartir enseñanza se precisan dos elementos básicos: tener un amplio, profundo y científi-
co conocimiento de lo que se ha de enseñar y poseer el don de comunicárselo a los demás; éste 
se perfecciona con la práctica, pero no con saber historia de la pedagogía (Asociación Nacional de 
Catedráticos Numerarios de Institutos Nacionales de Enseñanza Media, 1969, p.35).

2.3. La inserción universitaria de la formación inicial de los maestros 
El libro blanco precursor de la reforma recordaba también cómo, en algunos países, la formación de los 
profesores estaba a cargo de la universidad y, aunque no eran todavía muchos, se trataba de una tendencia 
creciente (Ministerio de Educación y Ciencia, 1969, p. 51). Siguiendo esta tendencia, la LGE incorporó la for-
mación de los maestros a las universidades, con la creación de las Escuelas Universitarias de Formación del 
Profesorado de Educación General Básica, que asumían las funciones de las antiguas Escuelas Normales. 
Junto a ellas, se integraban también en las universidades las Escuelas de Arquitectura e Ingenierías Técnicas 
y las Escuelas Profesionales de Comercio, a las que seguirán después las Escuelas de Ayudantes Técnicos 
Sanitarios, Bellas Artes, Estadística y Óptica, entre otras. La incorporación de estos centros se basaba en 
una nueva organización de los estudios universitarios, estructurada en tres ciclos: a) un primer ciclo de disci-
plinas básicas, con una duración de tres años, tras el que se obtendría el título de diplomatura; b) un segundo 
ciclo de especialización, de dos años, que daría el título de licenciatura; y c) un tercer ciclo de preparación 
para la investigación y la docencia, que otorgaría el doctorado (Ley 14/1970, art. 31).

2	 Sobre las circunstancias que rodearon este cambio de denominación, véase la documentación disponible en el Archivo de Edu-
cación (Secretaría General Técnica, 1969).
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En el caso de la formación del profesorado, el art. 102 del Proyecto de la LGE establecía que los profe-
sores de Educación Preescolar y de Educación General Básica, debían contar con el título de Diplomado 
Universitario, obtenido en las Escuelas universitarias correspondientes, que actuarían bajo la supervisión 
de los ICE (Proyecto de Ley General de Educación y de Financiamiento de la Reforma Educativa, 1969, art. 
102). Durante la tramitación de la LGE en las Cortes franquistas, este artículo fue objeto de varias enmien-
das, algunas de ellas unidas al descontento que producía la extensión de la Educación General Básica, 
obligatoria, hasta los 14 años, en detrimento del Bachillerato, que se acortaba en cuatro cursos. Una de las 
enmiendas más contundentes fue la liderada por Martín Santos Romero, Catedrático de Física y Química 
en el Instituto de Enseñanza Media “Zorrilla” de Valladolid, del cual fue director durante muchos años. Entre 
1965 y 1971 fue también procurador nato de las cortes franquistas, como alcalde de Valladolid por designa-
ción gubernamental. 

El procurador hablaba en nombre de la Asociación Nacional de Catedráticos de Instituto. Recogiendo las 
críticas que esta había hecho al libro blanco, la enmienda presentada por Santos Romero (1969) proponía 
dividir la Educación General Básica de la Ley en dos periodos, uno de educación escolar, de cinco años de 
duración, y otro de bachillerato elemental, de tres años. A este seguiría un bachillerato superior de cuatro 
años, los dos primeros con materias comunes y los dos posteriores compuestos fundamentalmente por 
materias opcionales. Cada uno de los dos periodos en que habría que desgajar la EGB debería estar a cargo 
de un tipo diferente de profesorado con distinta formación. Los maestros de educación preescolar y escolar, 
la adquirirían en las escuelas universitarias. El título al que darían lugar los estudios seguidos en estas no 
sería el de “Diplomado Universitario”, sino el de “Diplomado de Escuela Universitaria”. El cambio se justifi-
caba aduciendo que las escuelas son “centros de formación profesional docente”, a los que se accedería 
desde los dos años comunes del bachillerato superior, los mismos requeridos, según la enmienda, para 
acceder a la formación profesional de segundo grado. Se trataba de distinguir lo máximo posible la forma-
ción de los maestros de la de los profesores de Bachillerato, desvirtuando la integración de la primera en la 
universidad. En coherencia con esta intención, el profesorado del propuesto nivel de Bachillerato elemental, 
no se formaría en las Escuelas Universitarias, sino en los ICE, y obtendría un título de Diplomado, ahora ya 
sí universitario. Se daba así a entender que mientras los ICE eran instituciones plenamente universitarias, 
las Escuelas de Formación del Profesorado eran más bien centros de formación profesional adheridos a la 
universidad. Dentro de este esquema, muy aferrado a la visión tradicional del conocimiento, que ya en su día 
llevó a rechazar la entrada de la pedagogía en la universidad, se proponía que la denominación “formación 
pedagógica” del artículo 102 del proyecto se sustituyese por la de “formación profesional docente”. 

Las enmiendas presentadas al artículo 102 del Proyecto fueron rechazadas en su mayoría, si bien 
se aceptaron dos modificaciones. Una de ellas equiparaba los títulos de Ingeniero Técnico o Arquitecto 
Técnico, al de Diplomado, para la docencia en educación preescolar, educación general básica y formación 
profesional de segundo grado. La segunda, restringía el requisito de contar con el doctorado al profesorado 
de las Facultades y las Escuelas Técnicas Superiores, mientras que para el de las Escuelas Universitarias 
bastaría en general con el título de licenciado (Comisión de Educación y Ciencia, 1969, pp. 168-170). La Ley 
aprobada el 4 de agosto de 1970 mantuvo, así, la coexistencia de las Escuelas Universitarias de Formación 
del Profesorado de EGB y los ICE, configurando las primeras como centros sólo parcialmente universitarios, 
circunscritos a las enseñanzas del primer ciclo, con un profesorado especial, para el que sólo se requería ser 
doctor en el caso de los catedráticos. 

El malestar en las escuelas, ante lo que consideraban un trato discriminatorio, no tardaría en aparecer 
y, a finales de los setenta y comienzos de los ochenta, ya en el periodo constitucional, el descontento era 
evidente. Es muy elocuente un informe, de abril de 1982, del director de la Escuela María Díaz Jiménez, de 
la Universidad Complutense, Alberto Aizpún, que recogía el sentir del centro. Aizpún se quejaba de la inade-
cuación de los Estatutos de la Universidad a la estructura organizativa de la Escuela, la desatención en las 
políticas de adscripción de plazas de profesorado, que se hacían sin contar con ella, la precariedad de la 
plantilla de personal no docente para atender las necesidades del centro, la infravaloración de los estudios, 
al permitir, por acuerdo de la Junta de Gobierno de la Universidad, que los licenciados de cualquier Facultad 
pudiesen obtener el título de Profesor de Educación General Básica cursando tan solo cinco asignaturas de 
Magisterio, la carencia de los colegios necesarios para la formación práctica, la dejadez de la Universidad 
ante el deterioro de las instalaciones, la insuficiente dotación presupuestaria, etc. (Aizpún, 1982). Un aspecto 
muy significativo de la minusvaloración de las Escuelas era su ausencia en los órganos de gobierno de la 
Universidad. Los Estatutos de la Universidad Complutense emanados de la LGE, establecían que formarían 
parte de la Junta de Gobierno de la Universidad los decanos de las Facultades y el director del ICE, pero 
no los directores de las Escuelas Universitarias. Como mucho, se contemplaba que, si la naturaleza de los 
temas a tratar lo aconsejaba, el rector podría invitar, con voz, pero sin voto, un único representante de las 
Escuelas. La Escuela María Díaz Jiménez denunció varias veces esta situación ante la Universidad, pidiendo 
estar “representada en los Órganos de Gobierno, entre ellos la misma Junta, por sí misma, directamente, y 
no por un centro interpuesto” (Aizpún, 1982, p. 8).

2.4. La disfuncionalidad institucional 
En muchas universidades, a las Escuelas de Formación del Profesorado de EGB y los ICE, se unía una ter-
cera institución, las Secciones de Pedagogía de las Facultades de Filosofía, creadas originalmente en las 
Universidades de Madrid y de Barcelona, en 1932 y 1933 respectivamente. Las expectativas abiertas por 
la LGE, en materia, por ejemplo, de orientación escolar y profesional, y, en general, el marcado carácter 
pedagógico de la Ley, junto con el desarrollo universitario de la época, hicieron proliferar los estudios de 
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Pedagogía, de modo que las cuatro Secciones que impartían estos estudios en las universidades españolas 
en 1970 (Madrid, Barcelona, Pontificia de Salamanca y Valencia) se multiplicaron por casi cinco a lo largo 
de la década, pasando a ser 19 en 1981. Y ello, a pesar de que algunas disposiciones de la Ley, como las 
relacionadas con la dirección de los centros educativos, suprimían un campo de trabajo tradicional de los 
pedagogos. A partir del Plan Suárez de 1973, los estudios impartidos en estas Secciones cambian el nombre 
de Pedagogía por el de Ciencias de la Educación, adoptado ya antes para los ICE. Como había pasado en 
Francia, el cambio fue celebrado por una parte del profesorado de Pedagogía, que veía en él la apertura al 
aire fresco de la ciencia (Castillejo, 1976). Pero, al igual que allí, provocó también algunas dudas con respecto 
a las posibilidades de pervivencia de la vieja pedagogía normativa, y había quienes se preguntaban “si la 
pedagogía se nos habrá perdido en ese bosque de las ciencias de la educación” (Redondo, 1972, p. 9)

Así pues, en los años setenta, nos encontramos en la universidad española con tres instituciones que tie-
nen incidencia en la formación de los profesionales del sistema educativo: los ICE, encargados de una dina-
mización científica del sistema que chocaba con dificultades de carácter financiero y operativo; las Escuelas 
Universitarias de Formación del Profesorado de EGB que, a pesar del nombre, no eran reconocidas como 
instituciones plenamente universitarias; y unas Secciones Universitarias de Ciencias de la Educación, de-
pendientes de las Facultades de Filosofía, a la búsqueda de su identidad. A mediados de los años ochenta, 
era evidente que esa estructura no era operativa. En los documentos de la reforma que el ministro José 
María Maravall proyectó hacer en esa época en la formación docente, se tachaba esta variedad de “disfun-
cionalidad institucional”, con la investigación y la práctica educativas caminando cada una por su lado, sin 
que la pedagogía que se hacía y estudiaba en la universidad llegase a nutrir la preparación de los profeso-
res, y con dos instancias diferentes de formación inicial, las Escuelas Universitarias, para el profesorado de 
Educación General Básica (mediante un ciclo corto de tres años) y los ICE, para la habilitación del profesora-
do de educación secundaria (mediante unos cursos complementarios tras la realización de una licenciatura 
de cinco años) ambas instituciones, además, dotadas con un profesorado de distinto estatus académico y 
unos medios también muy diferentes. Se instaba a la universidad a que asumiese como “un fin específico”, 
su responsabilidad en materia de la formación del profesorado no universitario. Para ello, se abogaba por 
una nueva estructura institucional que podría ir de la constitución de un Departamento de Educación en 
cada universidad, que aglutinase la formación del profesorado, a la creación de Facultades de Educación 
que integrasen, también, los estudios de Ciencias de la Educación, e impartiesen los tres ciclos de la docen-
cia universitaria, Diplomatura, Licenciatura y Doctorado, de manera coordinada (Ministerio de Educación y 
Ciencia, 1984, pp. 6-30).

Aquellos planes, sin embargo, no llegaron a realizarse debido a las dificultades económicas y la acción de 
“las fuerzas inmovilistas” (Benejam, 1986, p. 155). Habría que esperar hasta la discusión de la Ley Orgánica 
de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) de 1990, para atisbar la posibilidad de unificación 
de los sistemas de formación que casi veinte años antes había aconsejado el Informe Faure. Durante la 
discusión parlamentaria de la Ley, varias enmiendas plantearon, de nuevo, la cuestión de la creación de 
Facultades de Educación, unida a la reclamación del cuerpo único docente (Congreso de los Diputados, 
1990a). Desde el Partido Socialista Obrero Español, en el Gobierno, se afirmaba compartir esa aspiración, 
pero se consideraba que no era el momento de llevarla a cabo (Congreso de los Diputados 1990b, pp. 3393-
3394). La petición, en cualquier caso, no cayó totalmente en balde, y en la sesión del Pleno del Congreso de 
29 de junio de 1990 se anunció la introducción de una disposición que abría la posibilidad de impulsar en las 
universidades “la creación de centros superiores de formación del profesorado, en donde puedan impartirse 
estudios conducentes a la obtención de los distintos títulos profesionales”, si bien no se modificaba el nivel 
de Diplomatura para la formación de los maestros (Congreso de los Diputados, 1990c). La medida, promovi-
da por el secretario de estado de educación, Alfredo Pérez Rubalcaba, era una respuesta a quienes, desde 
la Secretaría General de Universidades, abogaban por sacar esta formación de la universidad (Prats, 2021). 
Se hizo mediante la incorporación, tardía, de una disposición adicional en la Ley, que comprometía a las 
Administraciones educativas a promover la creación de estos centros universitarios (Ley Orgánica 1/1990, 
disposición adicional 12.3).

El primer centro de este tipo que se abrió fue la Facultad de Educación –Centro de Formación del 
Profesorado– de la Universidad Complutense de Madrid, promovida por el entonces rector Gustavo Villapalos 
Salas. En aquel momento, el sistema de separación institucional establecido por la LGE había provocado ya 
las tensiones suficientes para que la iniciativa estuviese plagada de dificultades. Una de las dos Escuelas 
Universitarias de formación del profesorado con las que contaba entonces la Universidad, rehusó inicial-
mente sumarse, si bien finalmente lo hizo (Decreto Rectoral, 26/91). El primer Reglamento de la Junta de la 
Facultad fue impugnado ante los tribunales por una parte del profesorado de la antigua Sección de Ciencias 
de la Educación, que se sentía en minoría. A su vez, el ICE, integrado originalmente en la nueva Facultad, 
fue separado y llevado a una sede distinta, funcionando autónomamente, durante cerca de veinte años, de 
espaldas al profesorado de las antiguas Escuelas. Cuando este profesorado se hizo con la dirección del ICE, 
pretendió cambiarle el nombre, manteniendo las siglas, por el de Instituto Complutense de Educación, en 
un intento ahora de arrinconar cualquier referencia que pudiese sonar a la antigua Sección de Pedagogía o 
Ciencias de la Educación. 

3. Discusión y conclusiones
La prensa española de la primera mitad de los años setenta se hizo eco de los trabajos de la Comisión 
Internacional de Desarrollo de la Educación creada por la UNESCO, cuyo resultado fue el informe Apprendre 
à être , publicado en español con el subtítulo La educación del futuro, y en inglés con el de The World of 
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Education Today and Tomorrow, e internacionalmente conocido como Informe Faure, en referencia al pre-
sidente de la Comisión. La prensa oficial se encargó de subrayar la presencia de España en este entorno 
internacional en el contexto de la modernización del sistema educativo emprendida por la LGE. En este 
trabajo hemos pretendido desentrañar la relación que existió entre las tendencias de la época en materia 
de formación del profesorado, que serían incorporadas en el informe de la UNESCO, y la reforma que empe-
zaba a llevarse a cabo en España. La Comisión Faure destacó dos tendencias, ya indicadas en los trabajos 
previos preparados por Jiri Kotásek: la orientación pedagógica de la formación y la unificación institucional. 
La reforma española iniciada con la LGE se alineaba con estas dos tendencias, pero de forma limitada. La 
evolución posterior siguió avanzando por esta vía, si bien, de forma lenta, a través de un camino no exento de 
dificultades, de modo que también en este aspecto específico cabe decir, como se ha señalado con respec-
to al informe en su conjunto, que “el ‘mundo de la educación’ del mañana, tal como fue concebido por Faure 
y sus coautores a principios de la década de 1970, no ha llegado –o, en una lectura optimista, no ha llegado 
todavía” (Biesta, 2022, p. 656).

La confianza de la LGE en la pedagogía era de tal calibre, que hacía girar su propio funcionamiento, 
más que en normas jurídicas, en “los imperativos de la técnica pedagógica” (Ley 14/1970, preámbulo). En 
consecuencia, apelaba a un reforzamiento del componente pedagógico de la formación de los docentes, 
que suscitó los recelos de quienes veían en él un ataque a los modos tradicionales de pensar y hacer la 
educación. Esta orientación pedagógica se levantó sobre el modelo epistemológico de las Ciencias de la 
Educación, importado de Francia, que constituye en esa época el foco de atención para la renovación de 
la educación. Entre los especialistas de referencia que se eligieron para dar soporte a la nueva pedagogía, 
tuvo una destacada presencia el francés Michel Lobrot. Su recepción estuvo muy matizada por el contexto, 
y lo que de él se adoptó fue una versión suavizada de la parte metodológica de su propuesta, centrada en 
la autogestión escolar. Pero el “ateísmo anarquizante” de Lobrot, como lo llamó Snyders (1976, p. 193) era 
mucho más que eso. Suponía una crítica al saber institucionalizado y la figura del profesor que de él emana, 
no sólo en la relación con los estudiantes en el aula, sino con la propia construcción del conocimiento. En 
su obra Pedagogía Institucional (1966), que circuló en aquellos años por España, afirmaba que la repulsión 
hacia el conocimiento que provoca la escuela “apenas depende de los profesores, que a menudo son per-
sonas honestas e inteligentes, que aman la cultura e intentan hacerla amar. Es mucho más el resultado de un 
sistema en el cual el profesor, sea quien fuere, debe plegarse a programas anónimos, a ‘planes’ elaborados 
sin su participación y preparar para rendir exámenes” (Lobrot, 2022, p. 195). Pero esa imagen del profesor 
que ejecuta planes elaborados por otros es, justamente, la que corresponde al modelo de las Ciencias de la 
Educación adoptado en la reforma española, en el que la investigación, con la que se pretende fundamentar 
la práctica, está a cargo de especialistas, y la práctica en sí misma a cargo de los docentes. Aquí teoría y 
práctica caminan cada una por su lado. Los efectos de ese modelo aún perduran.

Esta imagen estaba reforzada por el propio sistema institucional diseñado para formar a los docentes, es-
pecialmente en lo que se refiere al profesorado de Educación General Básica, preparado en unas Escuelas 
sólo nominalmente universitarias, carentes de una vinculación identitaria con la investigación pedagógica, 
para la que se crean unos centros diferentes, los ICE, estos sí plenamente insertos en la universidad, que se 
ocupan de dar el barniz pedagógico a los futuros profesores de Bachillerato. A medio siglo del Informe Faure, 
tampoco en este aspecto hemos avanzado lo suficiente. Si en 1970 la conversión de las Escuelas Normales 
en Escuelas Universitarias apenas consistió en sustituir un rótulo por el otro, en 1990 la creación de la primera 
Facultad de Educación, fue poco más que juntar bajo la misma denominación centros con trayectorias e inte-
reses diferentes, sin ninguna medida prevista para darle unidad, más allá de compartir techo físico y estructura 
administrativa. En 1970 se perdió la oportunidad de “abolir el dualismo de las instituciones de formación de 
los enseñantes”, que Kotasek proponía en sus trabajos para la Comisión Faure como objetivo a corto plazo 
(Kotásek, 1971a, p. 5). Entonces existían aún demasiadas barreras para hacer de este, como pedía Kotasek, el 
primer paso para una “integración vertical y horizontal” de las instituciones educativas que superase la brecha 
de una educación básica dirigida a las masas y otra posterior orientada a las élites, así como la coordinación 
de esfuerzos de las entidades escolares y extraescolares dentro de un concepto de educación permanente. 
Veinte años más tarde se logró romper con el dualismo institucional, pero la integración de la que hablaba 
Kotasek quedaba, y sigue quedando, todavía lejos, con un sistema de preparación docente dividido entre una 
formación de ciclo inicial, se llame diplomatura o grado, para los maestros, y una licenciatura o grado más un 
complemento de pedagogía, bajo diferentes formatos, para el profesorado de educación secundaria. La inte-
gración institucional se ha conseguido, la de visión de la formación todavía parece estar en camino.
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